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      Este libro lo dedico con todo mi corazón


      a mis excepcionales amigas y amigos de MORENA


    


  




  

    

      Introducción




      Mi gusto por la historia me ayuda mucho en el trabajo como dirigente político. En el conocimiento del pasado están los secretos para entender y transformar la compleja y amarga realidad del México de hoy, sobre todo cuando se trata del estudio de uno de los periodos más determinantes de la cultura política contemporánea. El Porfiriato, según lo pruebo en este libro, es el origen del actual régimen. Entre 1876 y 1910, se establecieron y volvieron costumbres las prácticas antidemocráticas y se implantó la política económica de élite y entreguista que, desde hace 30 años, se aplica en nuestro país, pues lo que se conoce como neoliberalismo, en el caso de México, en lo esencial, es básicamente neoporfirismo.




      Hoy como ayer existe una república simulada y un Estado que funciona para garantizar la acumulación de las riquezas en pocas manos, sin ocuparse del bienestar general. Hoy, como en el Porfiriato, las tierras, las aguas, los bosques, las minas, los ferrocarriles, el petróleo, la electricidad y otros bienes colectivos se han entregado a particulares, nacionales y extranjeros. Y como en ese entonces, México es un país sin democracia, con corrupción, desigualdad y opulencia. El Porfiriato, no olvidemos, produjo la Revolución. Del actual sistema político no puede esperarse otra cosa. De ahí la importancia de conocer cómo se construyó el antiguo y (muy actual) régimen, cuáles fueron sus fundamentos, sus mecanismos de control y manipulación, cómo se trasladaron esos procedimientos y criterios hasta nuestros días. Desde luego, todo con el propósito de cambiarlo, de manera pacífica, con la participación consciente y organizada de los ciudadanos para establecer una república verdaderamente democrática, como la ensayó Madero, agregando, por nuestra parte, la práctica de la honestidad y la justicia.




      Este trabajo se apoyó en las investigaciones realizadas por rigurosos y destacados historiadores. Aun cuando el enfoque y la interpretación es nuestra, a ellos debemos el análisis de acontecimientos y el material bibliográfico que nos permitió sustentar las tesis que postulamos. Poco hubiésemos podido hacer sin retomar el estudio que encabezó don Daniel Cosío Villegas para elaborar los diez tomos de la Historia Moderna de México y, en particular, los relacionados con el Porfiriato. También nos ayudó mucho la minuciosa recopilación de datos que llevó a cabo, durante muchos años, Alfonso Taracena, apasionado y gran investigador de la historia de la Revolución Mexicana. Asimismo, consultamos los libros y artículos del maestro Jesús Silva Herzog y las reflexiones y documentos del historiador José C. Valadés y de muchos otros.
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      CAPÍTULO I




      Dictadura desde el principio




      Desde que tomó por la fuerza el poder, Porfirio Díaz llevaba en mente poseerlo por encima de todo y durante el mayor tiempo posible. Nunca pensó realmente en regenerar la república como sostuvo en el Plan de Tuxtepec, reformado en Palo Blanco con la promesa de la no reelección. Por el contrario, el proceso de construcción de su régimen unipersonal y autoritario fue cancelando la posibilidad de crear una república verdaderamente democrática y dejó como herencia una forma de hacer política que ha sido la causa principal de los males que más de un siglo después aún impiden el progreso de México y la felicidad de su pueblo.




      A diferencia de los gobiernos de Benito Juárez y de Sebastián Lerdo de Tejada, que procuraron respetar la legalidad, las libertades y los derechos políticos, Porfirio tomó por asalto el poder, estableció una república simulada e impuso, en los hechos, una dictadura. Desde 1867 hasta que vencen los porfiristas al ejército del gobierno de Lerdo en la batalla de Tecoac, Tlaxcala, en 1876, ninguna voluntad había sido suficientemente poderosa para sobreponerse a las prescripciones legales. En todo ese tiempo ni un solo instante dejaron de funcionar los poderes de la federación, en la esfera de sus respectivas atribuciones. El Poder Legislativo no sólo inauguró y clausuró sus sesiones en el día y en la forma que marcaba la Constitución, sino que casi siempre fue un foro abierto a la discusión y al análisis de los grandes problemas nacionales. La Suprema Corte de Justicia tuvo la –que hoy parecería– “arrogancia” de actuar con libertad frente a los otros dos poderes. Y qué decir del Ejecutivo:




      Juárez y Lerdo eran místicos de la Ley, respetuosos de los derechos individuales y políticos de los ciudadanos. Tanto el uno como el otro pedían permiso a la Cámara para obtener facultades extraordinarias. La prensa de esos diez años, según expresiones de Daniel Cosío Villegas, fue completamente libre, “como no lo fue antes ni lo ha sido después, hasta nuestros días”.1




      El gran error de los gobernantes liberales de la República Restaurada fue no poner mayor atención en la tarea de construir un sistema político realmente democrático. Asunto nada fácil, sin duda, pero de ello dependía que la vida pública de México tomara el camino de la legalidad y del progreso con justicia, y no el atajo que nos condujo al autoritarismo, la corrupción, la desigualdad y al atraso. Lo ideal hubiese sido que se avanzara en la edificación de la democracia con el apoyo popular; es decir, que se alcanzara el propósito, aunque llevara más tiempo, de hacer realidad un gobierno del pueblo, por el pueblo y para el pueblo. Pero el cumplimiento de este objetivo superior demandaba que los dirigentes liberales asumieran el papel de promotores de la democracia y actuaran en favor de las mayorías, las cuales al ser y sentirse excluidas, permanecían indiferentes y ajenas a la cosa pública porque sus sentimientos eran otros y sus ocupaciones estaban en otra parte.




      México era predominantemente rural y la sociedad agraria seguía siendo regida por pautas coloniales. Los indígenas habitaban pequeños y aislados caseríos y vivían inmersos en un mundo mágico y profundo de tradiciones y costumbres, sólo preocupados por defender sus bienes comunales y sus libertades ante el asedio de los hacendados que ambicionaban sus tierras y sus brazos. Los peones, por su parte, sumidos en la indolencia que produce el endeudamiento de por vida, aunado a los azotes frecuentes y a la humillación del cepo, que los sujetaba de las manos y del cuello durante horas, poco podían esperar de una democracia liberal que en teoría les otorgaba derechos políticos en teoría, sin hacer nada en la práctica por abolir la esclavitud. Seguramente, el proyecto político de los liberales también tenía sin cuidado a la población mestiza, que padecía la desocupación y la pobreza tanto en las barriadas de las ciudades como en los pueblos de cierta importancia del país.




      A pesar de todo, existía la posibilidad de impulsar el proyecto liberal democrático con el apoyo de las clases medias urbanas. Este sector de la población, aunque no muy numeroso, sí participaba en los asuntos públicos. Muchos de sus integrantes podían ser considerados ciudadanos ejemplares, auténticos partidarios del sufragio efectivo, del civilismo, de la libertad de expresión, de la polémica y el debate como recursos legítimos para aclarar diferencias; sin duda profesaban respeto a la Constitución y defendían, al mismo tiempo, las libertades y el progreso. Había pues una sociedad política madura, de ciudadanos lectores de periódicos. Téngase en cuenta que existían publicaciones como El Monitor Republicano el cual vendía 20 mil ejemplares diarios. Con esa base social y con el respaldo de la opinión pública, los dirigentes del Partido Liberal ya habían logrado reformas y victorias fundamentales: derrotaron a la dictadura santannista; consumaron la reforma anticlerical; vencieron al ejército más poderoso del mundo en aquella época, durante la Intervención Francesa, y habían resistido por más de 10 años el acecho constante de Porfirio Díaz. De modo que con este núcleo de dirigentes, intelectuales y ciudadanos progresistas se podían haber establecido las bases de una república que garantizara, cuando menos, una alternancia en la conducción del gobierno y dejara abierta la posibilidad de crear, poco a poco, las condiciones indispensables –entre ellas, el mejoramiento social de las mayorías y, desde luego, el avance educativo– para asentar profundamente los cimientos de la democracia hasta convertirla en un sistema político, en una forma de vida o, como quería Octavio Paz, en un componente habitual de nuestra cultura.




      Sin embargo, los principales dirigentes políticos liberales no tenían realmente esa prioridad. Eran, desde luego, hombres de ideas de avanzada, patriotas a carta cabal, pero con demasiado apego al poder. Ni Juárez ni Lerdo, por ejemplo, tuvieron jamás la firme determinación de no reelegirse, ni de convertir en ley este principio, lo que habría evitado tantas calamidades. No se hubiese dado motivo o pretexto a quienes, como Porfirio, justificaban su simple y llana ambición por el poder, con la bandera de la no reelección. Recuérdese que, desde el 8 de noviembre de 1871, en el Plan de la Noria, lanzado por Porfirio para derrocar al gobierno de Juárez, la consigna básica se resumía en esta frase: “[si logramos] que ningún ciudadano se imponga y perpetúe en el poder (...) esta será la última revolución”. José María Iglesias, en aquellos momentos decisivos, llega a decir, aun con todo el respeto que le tenía al presidente Juárez, que “ni los servicios eminentes prestados a la Patria por el benemérito… fueron suficientes para impedir que los descontentos se levantaran en armas para oponerse a su permanencia en el poder…”2




      En general, el pensamiento de la época daba poca importancia a la democracia; predominaba la idea de que se podía conseguir la estabilidad política sólo con el progreso material, pasando por alto que la democracia podría no traer el cuerno de la abundancia, pero sí los equilibrios necesarios para evitar que un hombre o una minoría se adueñara indefinidamente del poder, o para impedir que se perdiera la libertad y la riqueza se concentrara en unas cuantas manos. En otras palabras, si Juárez y Lerdo hubiesen comprendido la importancia estratégica de impulsar un proceso para establecer la democracia, habrían hecho posible que México fuese hoy un país con menos desigualdad, a lo mejor sin tantos potentados ni opulencia, con mayor justicia, como ha sucedido en otras partes del mundo, donde optaron por este sistema de gobierno y no padecen de la corrupción ni del oprobio de la pobreza extrema. Pero si con Juárez se pospuso y con Lerdo se frustró, con Porfirio Díaz se enterró esta esperanza. En el instante mismo en que tomó el poder por asalto, se desvaneció la posibilidad de construir un sistema de gobierno fincado en la democracia para buscar el progreso con libertad y justicia. Desde entonces, y ésta es mi tesis, México perdió el rumbo y se empantanó. Cuando esto sucedió, José Martí abandonó nuestro país y con la visión que únicamente los grandes poseen, escribió a un amigo diciéndole que se iba porque “un hombre se declaró por su exclusiva voluntad señor de hombres… y con un poco de luz en la frente no se puede vivir donde mandan tiranos”. Podrá alegarse que bajo la dictadura de Porfirio hubo progreso, pero no se puede hablar de desarrollo; es decir, hubo crecimiento económico, pero no bienestar social o colectivo. Además, el progreso sin justicia trajo consigo un grave retroceso histórico debido al precio que el pueblo tuvo que pagar por la cancelación de sus derechos ciudadanos y políticos. Y lo peor de todo fue que se implantó una forma de hacer política que, aplicada en forma ininterrumpida durante 34 años, echó raíces tan profundas que ni el vendaval de Madero ni la misma Revolución pudieron arrancarla o cortarla de tajo; al grado que todavía esa práctica nefasta se mantiene con sus rasgos más característicos y forma parte de la cultura política dominante.




      SU CREDO ERA LA FUERZA





      El Porfiriato fue una dictadura de principio a fin, pese a que la mayoría de los analistas contemporáneos soslaya este concepto, que los historiadores más rigurosos aplican sólo a partir del momento en que Díaz, en 1888, se consolida en el poder. Es cierto que en 1876, cuando derrota militarmente a Lerdo, carece de experiencia de gobierno, pero la estrategia que desarrolla para enquistarse en la Presidencia revela, ya desde entonces, que tenía una idea clara de cómo imponer su autoridad con el uso de la fuerza y un instinto nato para disfrazar su concepción cínica y pragmática del poder con medidas de simple formalidad y vil disimulo.




      Las ansias de poder absoluto de Porfirio se advierten con claridad desde los primeros días de su largo mandato. Por ejemplo, el 23 de noviembre hace su entrada triunfal a la ciudad de México, pero rápido inicia en sigilo los preparativos militares para ir a aplastar en Querétaro a la débil resistencia representada por José María Iglesias, a quien sus seguidores habían nombrado presidente interino. Es más, en el Plan de Palo Blanco, que reformó el artículo sexto del plan original de Tuxtepec, los porfiristas habían hecho el compromiso de que al triunfo del movimiento rebelde, la presidencia interina recaería en Iglesias, en su carácter de presidente de la Corte. Sin embargo, una vez que asume el poder, Porfirio opta por romper cualquier posibilidad de entendimiento con Iglesias, lo cual le hubiera dado la legitimidad necesaria para arribar al gobierno mediante la celebración de elecciones.




      Para explicar mejor esta circunstancia, conviene describir cronológicamente los hechos: a las dos de la mañana del 21 de noviembre de 1876, el presidente Lerdo sale con sus allegados de la capital rumbo al exilio; dos días después, arriba Porfirio con sus tropas a la ciudad de México. El 28 de noviembre, Porfirio, argumentando que no podía ir a la oficina telegráfica, por no poder “desprenderse de ocupaciones imprescindibles”, manda a Justo Benítez a que por telégrafo emplace a Iglesias a reconocer sin condición, como “base indeclinable de todo arreglo”, el Plan de Tuxtepec reformado en Palo Blanco. Ante la negativa esperada, 24 horas después, Porfirio se autonombra presidente de la República y decreta la desaparición de los poderes Legislativo y Judicial; es decir, Porfirio se entregó a sí mismo los tres poderes federales.




      Acto seguido, sin pérdida de tiempo, designa a los miembros de su gabinete: Ignacio L. Vallarta, ministro de Relaciones; Protasio Pérez Tagle, de Gobernación; Pedro Ogazón, de Guerra; Ignacio Ramírez, de Justicia; Justo Benítez, de Hacienda y Vicente Riva Palacio, de Fomento. Asimismo, nombra a casi la totalidad de los gobernadores, que en su mayoría eran militares. Francisco G. Hornedo, en Aguascalientes; coronel Patricio Ávalos, Baja California; coronel Eugenio Escobar, Campeche; coronel Sebastián Escobar, Chiapas; general Pedro Hinojosa, Chihuahua; general Hipólito Charles, Coahuila; general Doroteo López, Colima; general Juan M. Flores, Durango; Luis C. Curiel, Distrito Federal; general Francisco Z. Mena, Guanajuato; general Rafael Cuéllar, Guerrero; general Rafael Cravioto, Hidalgo; Jesús L. Camarena, Jalisco; general Manuel González, Michoacán; coronel Carlos Pacheco, Morelos; general Juan N. Mirafuentes, México; general Gerónimo Treviño, Nuevo León; general Juan C. Bonilla, Puebla; coronel Antonio Gayón, Querétaro; Carlos Díez Gutiérrez, San Luis Potosí; general Jesús Ramírez, Sinaloa; general Ignacio Mariscal, Sonora; coronel Francisco Meixueiro, Oaxaca; general Servando Canales, Tamaulipas; Miguel Andrade Párraga, Tlaxcala; general Juan N. Ramírez Calzada, Tabasco; comandante José María Alfaro, Tepic; general Luis Mier y Terán, Veracruz; Agustín del Río, Yucatán; general Tri-nidad García de la Cadena, Zacatecas.




      El 6 de diciembre, para remachar, Porfirio resuelve dejar al general Juan N. Méndez a cargo del gobierno y cinco días después sale con su tropa a enfrentar a Iglesias. Como es lógico, este atrabiliario proceder, produjo críticas, no sólo de iglesistas, sino hasta de la prensa que veía con simpatías a Porfirio o porque eran periódicos, esencialmente, antilerdistas. Iglesias reaccionó diciendo: “Deslumbrado el señor Díaz con su victoria de Tecoac, alucinado con la ocupación de la Capital… y dominado por las sugestiones de perversos consejeros que lo han perdido ya otras veces, y que en ésta matarán para siempre su reputación, sueña ya con erigir-se en árbitro absoluto de la Nación.”3 Guillermo Prieto, ministro de Gobernación de Iglesias, acusa a Porfirio de “insensata aspiración de mando” y explica con agudeza el conflicto: “…de un lado, la majestad del derecho reclamando su imperio; del otro, el hecho brutal de la fuerza aspirando a convertirse en la razón suprema del país…”.4




      En la prensa nacional, aunque los oportunistas empezaban a justificar en todo los actos de Porfirio, hasta con la ligereza de decir que mientras los tuxtepecanos derramaban su sangre en los campos de batalla, Iglesias y sus partidarios “dormían tranquilamente en mullidos colchones y comían el pan… lerdista”,5 otras voces llamaban a buscar un arreglo para evitar la confrontación. Un periódico exhortó a Porfirio y a Iglesias a que resolvieran de modo pacífico sus diferencias; otro lo secundó pidiendo a los demás que reprodujeran esa solicitud y así lo hicieron casi todos. Una mañana la ciudad de México apareció tapizada con grandes carteles que pedían a los dos personajes llegar a un acuerdo para evitar una guerra, cuyas víctimas inocentes serían los mexicanos y el país, pues “…la sangre que se derrame en esas luchas fratricidas… sembrará la semilla de futuros disturbios…”6




      Fue la presión de la prensa y de la opinión pública la que obligó a Díaz a aceptar entrevistarse con Iglesias, en la hacienda La Capilla, en la ciudad de Querétaro. No obstante, la forma en que se llevó a cabo el encuentro y los resultados que produjo, demuestran el poco interés que Porfirio tenía en negociar con Iglesias: Sólo le importaba aparecer públicamente como conciliador y no como intransigente. Iglesias narra que salió muy temprano del sitio donde se encontraba para estar puntual en La Capilla, el 21 de diciembre, a las 11 de la mañana. Lo acompañaron su hijo, un secretario y dos hombres armados, comisionados por un amigo hacendado para protegerlo de la eventualidad de un asalto. Llegando a Querétaro le cerraron el paso a su diligencia 500 hombres armados para pedirle que esperara al encargado de escoltarlo; éste apareció media hora después para comunicarle que sólo podían ir con él tres personas. En el último trayecto del camino, advirtió que contingentes armados iban y venían sin cesar, y al llegar al casco de la hacienda el despliegue militar era todavía más ostentoso: Desfilaban de manera “espontánea” infantes, dragones y artilleros.




      Ya en el salón del encuentro, Díaz estaba sentado dando la apariencia de jefe y de estar conduciendo la audiencia, de modo que obligó a Iglesias a iniciar la conversación. Con ánimo de conciliación y humildad, Iglesias le expuso en lo esencial su disposición a convocar a elecciones lo más pronto posible e inclusive allí mismo determinar la fecha. Porfirio “fue muy breve y directo”. No había lugar a nuevas negociaciones, el asunto estaba resuelto. “Era verdad que en los comienzos pudo haberse inclinado por la solución ‘constitucional’ (consentir en que Iglesias fuera el presidente interino); pero como eso resultó difícil, optó por el camino ‘revolucionario’ (confiar a las armas el desenlace).” Ahora sólo quedaba que Iglesias aceptara la realidad y se rindiera, recordándole que “en toda lucha militar, civil o extranjera, se reconoce y practica el principio de que el contendiente que carezca de los elementos necesarios para continuarla, debe abandonarla en el acto”. Tras la réplica “de la manera decorosa que exigía mi deber”, Iglesias dio por concluida la entrevista; sin embargo, surgiría otro detalle, aún más revelador: Antes de despedirse, Iglesias le preguntó si podría pasar la noche allí porque el tiro de su diligencia había recorrido doce leguas y necesitaban descanso. Porfirio le contestó que estaba ocupado por completo en la campaña militar, que le exigía todo su tiempo, de modo que mejor le prestaría caballos para renovar el tiro y así pudiera salir enseguida.7




      Entre las muchas lecturas que pueden darse a este encuentro, hay una que considero central. Con mucha franqueza, Porfirio expresa que el asunto para él no era de legalidad, sino de fuerza y ésta fue, desde el inicio, su verdadera convicción, su credo. Poco después, el Diario Oficial, que reproducía con estilo el pensamiento de Díaz, descalificaba a la oposición lerdista con la máxima, según la cual, “desde que el mundo es mundo, [la victoria] ha sido decidida por la fuerza”, porque sin el poder militar, las convicciones, la perseverancia y la abnegación de los opositores no pasarían de ser “…virtudes muy relevantes, pero perfectamente inútiles”.8 Este pensamiento no sólo se convirtió en la razón de ser más íntima del Porfiiato, sino que continuó siendo, hasta la actualidad, el criterio básico del quehacer político de los hombres de poder en México.




      Al enterarse de la humillación con que terminó el encuentro en La Capilla, se precipita la desbandada de las fuerzas iglesistas; él se reúne con su gabinete en Irapuato y entre todos deciden, sin claudicar, retirarse a Guadalajara para embarcarse en Manzanillo hacia San Francisco y luego por tierra continuar a Nueva Orleans. Cuando la nave echa anclas frente a Mazatlán para reabastecerse de agua potable y víveres, el jefe militar del puerto ordena el arresto de Iglesias; sin embargo desiste al saber que a bordo viaja un funcionario del gobierno de Estados Unidos. Luego, ya en el exilio, el grupo pierde todas las esperanzas; llegan noticias cada vez más desmoralizantes en el sentido que los partidarios más entusiastas ahora se abstienen de participar en la lucha política y otros están siendo cooptados. El mismo Iglesias, en julio de 1877, de manera desgarradora, llega a decir: “Vivo en el retraimiento más absoluto y en la mayor tristeza. Ha fracasado una causa noble y bella. El pueblo lo ha querido”.9 A fines de ese mes, sus últimos acompañantes: Francisco Gómez Palacio y Guillermo Prieto, regresan al país y, en octubre, Iglesias hace lo mismo para refugiarse, de por vida, en su domicilio de Tacubaya, a las afueras de la ciudad de México.




      “MÁTALOS EN CALIENTE”




      Mientras tanto, Porfirio seguía entregado por entero a someter las rebeliones en su contra, sobre todo, la promovida por la oposición lerdista. A diferencia del iglesismo que era un movimiento más civilista, con Lerdo estaban militares de mayor capacidad combativa. En el exilio acompañaban a Lerdo, organizando desde allí la insurrección armada, Mariano Escobedo, que tenía el prestigio de haber sido el jefe militar vencedor del Imperio de Maximiliano en Querétaro, y generales de renombre como Carlos Fuero, José Ceballos y el coronel Sóstenes Rocha. En la Habana se encontraba Ignacio Mejía que, aun resentido con Lerdo por haberlo separado del Ministerio de Guerra, había derrotado a Díaz en la revuelta de la Noria y lo mantuvo a raya durante la de Tuxtepec. Pero nada pudo Lerdo con la astucia, la perseverancia y la fuerza militar de Porfirio. El caso más sonado fue el fracaso de la incursión por el norte del país de una pequeña tropa encabezada por Mariano Escobedo. Luego de año y medio de preparativos militares en Estado Unidos, cruzan el Río Bravo, son derrotados y Escobedo, con la sola compañía de tres ayudantes, se refugia en Cuatro Ciénegas, Coahuila. Hasta allí llega el coronel Ponciano Cisneros, quien toma prisionero al dueño de la Hacienda y esto obliga a Escobedo a salir de su escondite y entregarse para salvar a su amigo y protector, Jesús Carranza.




      Durante todo este tiempo de latente amenaza de insurrección, Porfirio se aplicó a fondo. Tenía cubierto el norte con tropas a cargo de los generales Gerónimo Treviño, Servando Canales y el coronel Francisco Naranjo. Además, fue tejiendo una red de informantes en toda la frontera. En Veracruz, el gobernador Luis Mier y Terán le transmite cotidianamente noticias de todos los pasajeros que entran y salen del puerto. Buena parte de la correspondencia de sus opositores cae en sus manos y no llega a sus destinatarios; él, personalmente, conduce todo el operativo militar: Controla el envío de dinero para los haberes de la tropa, las armas y el parque, y da las órdenes exigiendo siempre “muchísima vigilancia, pues vale más prevenir un desorden y evitar cualquier asonada que combatirla después de que ha estallado”.10 En todo el proceso de apaciguamiento, Porfirio hace gala de su mano dura. Así lo demuestra la revisión de cartas y telegramas de su archivo personal y secreto. Él nunca pensó que esos documentos serían examinados por los historiadores después de su muerte, pero algunos de ellos, acuciosos y profundos, nos han permitido conocer la intimidad de un personaje que fue diestro en el manejo de la hipocresía. De esta información confidencial se desprenden cosas muy reveladoras, como lo relata Daniel Cosío Villegas:




      Cuando se le informa que el general Ceballos parece viajar a bordo de un buque norteamericano con el ánimo de desembarcar en algún puerto nacional, no vacila un minuto y ordena por telégrafo que se le aprehenda. Y de modo terminante le dice a Treviño que con todas las fuerzas necesarias persiga al rebelde Amador hasta lograr “destruirlo completamente”. El 2 de diciembre de 1877 le telegrafía Servando Canales para darle la irritante noticia de que, contrariando su promesa espontánea, el juez de distrito ha concedido amparo a unos conspiradores que tenía presos… Ya usted comprenderá que esta situación la complica el proceder…Porfirio Díaz le da entonces una salida ingeniosísima: Al recibir la notificación de que el amparo ha sido concedido, debe respetarlo y liberar en el acto a los prisioneros; pero como Canales tiene ahora nuevos datos sobre la responsabilidad de ellos (“nuevos datos” de los que Canales no habla en absoluto), los reaprehenderá inmediatamente; así los presos no darán un paso siquiera fuera de la cárcel. Cuando aparece en Tula, Tamaulipas, un pequeño grupo rebelde, Porfirio gira instrucciones telegráficas a los comandantes militares de ese estado, de Nuevo León y San Luis Potosí, para que obren de común acuerdo y consigan así su “completo exterminio”… La decisión, como dice Porfirio Díaz, de conseguir el “completo exterminio” de los rebeldes, es tan firme y tan manifiesta en él, que al lado suyo parecen consumados diplomáticos y espíritus conciliadores individuos tan toscos, por no decir bárbaros, como Francisco Naranjo y Servando Canales.11




      Por supuesto, lo más estremecedor de todas estas órdenes desalmadas fue el famosísimo caso de “mátalos en caliente”. Como ya se dijo, en Veracruz representaba a Díaz, con amplias facultades, el general Luis Mier y Terán. Eran realmente amigos y se guardaban lealtad. Recuérdese que después de la batalla de Tecoac, probablemente por decisión de Porfirio, Lerdo entrega el mando militar de la ciudad de México a Mier y Terán, que se encontraba en prisión, desde mayo de 1875, cuando el ejército de Alatorre derrotó a los tuxtepecanos, en la batalla de Epatlán, Puebla. Pues bien, el 23 de junio de 1879, un grupo de opositores toma el vapor Libertad en el río Papaloapan y somete a su escasa tripulación. Los rebeldes de Tlacotalpan se dirigen a Alvarado, donde sorprenden dormida a la guardia, la desarman y la suben al barco, reduciendo a sus integrantes como prisioneros. Desde ese puerto navegan hacia un punto conocido como La Laguna. Al día siguiente, Mier y Terán informa a Porfirio de lo sucedido, asegurándole que Veracruz será reforzado con quinientos hombres. La respuesta telegráfica de Porfirio, con instrucciones para Mier y Terán, es suficientemente clara:




      Que Vela con el Independencia persiga al Libertad hasta capturarlo, y si se logra, que fusile luego [a] todos los oficiales y al diez por ciento de la tripulación. Hacerlo con los comprometidos en esa campaña, y después dar parte, y con los oficiales que había mandado traer de allí y que se encuentran en esa ciudad. Felipe Robleda, que debe estar allí manda buscarlo por extramuros y que corra igual suerte.12




      Aun cuando el texto no dice cómo se propaga el término “fusílalos en caliente” o “mátalos en caliente”, la orden es fusilar primero y “después dar parte”; es decir, proceder sin respeto a ningún derecho. El telegrama hablaba de actuar de la misma forma en Veracruz, lugar a donde ni siquiera intentaron llegar los rebeldes en el Libertad, pues decidieron salir a mar abierto y dirigirse a la Isla del Carmen, Campeche. El día 25, los marinos presos en la embarcación, con el apoyo de soldados, someten a los insurrectos y ponen de nuevo el barco bajo las órdenes del gobierno. Apenas 48 horas después del asalto. Sin embargo, el cumplimiento de las instrucciones de Porfirio produjo una tragedia: En el puerto de Veracruz, Mier y Terán manda a aprehender en sus casas a nueve inocentes, sospechosos de opositores; ordena que los trasladen a un cuartel y poco después que los fusilen a mansalva. Todos, menos uno, recibieron el tiro de gracia. Sólo dos eran militares y ninguno conspirador.




      El día 25 de junio, a las 11 de la mañana, Mier y Terán telegrafía a Porfirio lo que había hecho, apenas unas horas antes, de acuerdo a sus órdenes del día anterior. Aun más: Para tratar de ocultar semejante monstruosidad, le pide que el ministro de Gobernación le envíe un oficio “con fecha 20 de junio” para justificar la aprehensión y la mentira de que al llevar a los sospechosos a la guarnición militar, éstos atacaron a la guardia, se armó una balacera y cayeron abatidos. Porfirio acepta sin escrúpulos, pero el oficio lo giró el titular de Gobernación, fechado no el 20, sino el 23 de junio, dirigido al jefe político de Veracruz, con la deliberada intención de no involucrar, ni siquiera formalmente, a Mier y Terán.




      El salvaje episodio fue divulgado por la prensa opositora, básicamente, por El Federalista, periódico identificado con Lerdo. Lo repugnante de estos asesinatos obligó al gobierno a iniciar una investigación pero sin voluntad sincera de justicia, sólo para salir del paso y, con el tiempo, mantener la impunidad, como se volvió costumbre muy pronto. El juicio empieza con la intervención de la Corte, que ordena a Rafael Zayas Enríquez, juez de distrito, la indagatoria. Se exhuman los cuerpos, se demuestra que todas las perforaciones son de la cintura para arriba; se integra el gran jurado, sin embargo, se resuelve absolver de toda culpa a Mier y Terán. En paralelo a este procedimiento formal, Porfirio interviene con agilidad. El 13 de mayo de 1880, cinco días antes de que el Gran Jurado13 se declare incompetente para juzgar al gobernador de Veracruz, manda un telegrama en clave diciéndole a uno de sus leales que ejerciera su “poderosa” influencia para convencer al diputa-do Wenceslao Rubio de firmar sin cambios el dictamen del jurado. Asimismo, gestiona una licencia en la Corte con goce de sueldo para Rafael Zayas Enríquez, juez del caso, quien “salió de paseo a Europa”.14 Mier y Terán, no sólo terminó su periodo como gobernador, sino que por intervención de Porfirio fue inmediatamente después senador por Hidalgo y siguió teniendo gran influencia política en Veracruz; Manuel González, en el inicio de su gobierno, en mayo de 1881, le ratifica el grado de general de división, otorgado por Porfirio en plena revuelta de Tuxtepec. Más tarde será senador de Morelos y luego gobernador de Oaxaca. Y “cuando comienza a ser presa de una locura exaltada”, el dictador lo manda a Francia a que lo trate el famoso médico Charcot; en fin, cuando muere en 1891 “le hace un entierro solemne y lujoso”.15




      LA POLÍTICA DE LA SIMULACIÓN





      De no ser por los telegramas y cartas de su archivo, podría haberse justificado la idea que algunos intelectuales difundieron profusamente en su tiempo y que otros siguen manejando hasta el día de hoy, acerca de que Porfirio fue un gran político. Es cierto que no sólo encarnaba la fuerza bruta, tenía oficio y sabía del manejo político, pero lo esencial en él era su vocación de mando sin límite. Su mérito fue saber esconder esa autenticidad como pocos, al grado que en el proceso de construcción del poder absoluto que detentó, fue creando una cultura política caracterizada por el disimulo. Porfirio no inventó, desde luego, esta práctica milenaria de la política en el mundo, pero es uno de sus más destacados exponentes y ejecutores.




      Así se explica que desde el inicio de su mandato haya dado muestras de moderación y buen juicio. Sus seguidores aseguran que antes del “error” de “mátalos en caliente”, sólo había sido fusilado uno de los cabecillas rebeldes y que trató con exquisitez a los jefes militares vencidos, de modo que los políticos iglesistas y lerdistas terminaron adhiriéndose a su gobierno. De la lista de indultos y buen trato, en los casos de los militares, destacan: Carlos Fuero, Ignacio Revueltas, José Ceballos, Ignacio Mejía y Mariano Escobedo. Carlos Fuero, había vencido a Porfirio, el 20 de mayo de 1876, en la batalla de Icamole, Nuevo León. Según la leyenda, luego de la derrota, Porfirio se soltó en llanto frente a sus soldados. De ahí que se le conociera como el “llorón de Icamole”. Sin embargo, el general Carlos Fuero, luego del derrumbe del lerdismo fue rehabilitado por Porfirio y ocupó, hasta su muerte, importantes cargos militares y políticos. El general José Ceballos, primero iglesista y luego lerdista, regresó del exilio el 17 de abril de 1880 y Porfirio le da “los más cumplidos parabienes”.16 Ignacio Mejía le escribió a Porfirio para decirle que deseaba regresar a México si contaba con las garantías necesarias. Primero, Porfirio le aconsejó que se mantuviera un tiempo más en La Habana, “pues le parecían todavía demasiado frescas ciertas memorias ingratas de su actuación en el ministerio de Guerra”.17 Sin embargo, en junio de 1878, permite su regreso y autoriza su incorporación al ejército con sueldo de general de división. La Libertad, periódico porfirista, juzgó que “…la vuelta del señor Mejía al país, como la vuelta de los generales Fuero y Revueltas, es una razón poderosa en pro del afianzamiento del actual orden de cosas…”18




      Obviamente, la mayor expectación se produjo con el trato a Escobedo, pues luego de su detención en Cuatro Ciénegas, se preguntaban muchos: ¿Qué hará el gobierno con el general Escobedo? Tal vez por eso Porfirio mostró una habilidad magistral. Hasta el duro de Servando Canales, gobernador y jefe militar de Tamaulipas, dijo que al entregarse Escobedo para salvar a Jesús Carranza, “había demostrado tanta hombría de bien como Melchor Ocampo cuando salvó al administrador de su hacienda, identificándose como la persona a quien buscaban los conservadores.” A pesar de los rumores de que sería fusilado, o se le aplicaría la ley fuga, nada de eso sucedió: Fue custodiado de Cuatro Ciénegas a Monterrey, luego a San Luis Potosí hasta ser entregado en la prisión militar de Santiago Tlatelolco. En todo el recorrido lo habían tratado con respeto; en el Diario Oficial se informó que había sido alojado en dos habitaciones “perfectamente amuebladas” del palacio de gobierno de Monterrey, y que uno de los principales hoteles de la ciudad estuvo encargado de servirle una comida “limpia y esmerada”.19 La prensa independiente, no sólo dio seguimiento sobre el trato bueno o malo que recibía, sino que estuvo atenta al desarrollo del juicio; pero el manejo del caso no fue judicial, sino político. Pronto se le autorizó que tuviera su casa como prisión, con la garantía de su palabra de honor; luego, que saliera a caminar primero desde las 8 de la mañana hasta la misma hora de la noche y después sin ningún límite de tiempo. Posteriormente, lo dejan hacer un viaje de mar al extranjero para la recuperación de su salud. Llama la atención que este viaje lo hace a Nueva York, donde platica con Lerdo varias veces, a finales de abril de 1880, dos meses antes de las elecciones presidenciales. Por último, nueve días después de la toma de posesión de Manuel González, se le nombra miembro de la Junta de la Ordenanza del Ejército y “se le abonan sus haberes desde la fecha en que fue hecho prisionero en Cuatro Ciénegas”.20




      Con igual cuidado, Porfirio atendió a todos los civiles que iban regresando del exilio. Los iglesistas poco a poco se acomodaron. Con los lerdistas pasó lo mismo: Sus dos ministros de Guerra, como vimos, se entendieron con el dictador. Ignacio Mejía era oaxaqueño igual que éste; como candidato a la presidencia en las elecciones de 1880, obtuvo el cuarto lugar con 529 votos; luego, se retira a vivir a su estado natal. No gozó de consideraciones de Porfirio, pero tampoco fue molestado, y murió el 2 de diciembre de 1906. Mariano Escobedo se mantuvo varios años en el ostracismo de la burocracia militar, pero Manuel González lo integra a una comisión de generales para redactar los nuevos códigos castrenses; luego lo designa presidente de la Suprema Corte de Justicia Militar; Porfirio lo comisiona oficialmente, en abril de 1889, para recoger en Nueva York y trasladar a México, el cadáver de Lerdo y lo ocupa mucho tiempo en cargos públicos. En cuanto a los civiles lerdistas, los más destacados pronto “se colaron” o dieron “un salto mortal que no falla: de Sebastián a Porfirio”, como editorializó magistralmente una caricatura de la época titulada “El Circo Político”, dedicada al ex secretario de Relaciones, Manuel Romero Rubio21 quien, gracias a estos arreglos, sale electo por un distrito de Morelos, en 1880, y trae como suplente a Francisco Bulnes que, de lerdista también se mudó a porfirista y, con el tiempo, llegó a ser miembro de los apodados científicos. Otro caso similar es el Juan José Baz, ex secretario de Gobernación, que en el mismo proceso obtiene una diputación por Hidalgo.




      Algo que Porfirio también supo aprovechar fue la secuela que había dejado, al inicio de su mandato, el pleito del presidente Sebastián Lerdo de Tejada con la prensa. Se ha considerado que durante el periodo de la República Restaurada, la prensa fue la “más libre, más abundante, más inteligente, más honda y apasionadamente preocupada de los problemas nacionales que haya tenido México en toda su historia”.22 También se ha dicho que el distanciamiento de Lerdo con la prensa fue la causa principal de su derrocamiento. En ese entonces, sólo en la capital, Lerdo enfrentaba la abierta oposición de periódicos como El Monitor Republicano, El Ahuizote, El Padre Cobos, El Radical y El Siglo XIX. Más el bloque de los periódicos católicos integrado por La Voz de México, El Pájaro Verde y La Idea Católica. De su parte estaban El Federalista, El Eco de Ambos Mundos, La Revista Universal y, desde luego, el Diario Oficial. Aun cuando, durante su gobierno, Lerdo mantuvo una actitud tolerante, bajo la máxima de que “la prensa se corregirá con la prensa”, pero no aguantó la presión al final y, el 15 de octubre de 1876, cometió el grave error de suspender por decreto la libertad de prensa, lo cual precipitó su caída mes y medio después.




      De esa circunstancia se valió Porfirio Díaz para ganar tiempo y establecer una nueva relación con la prensa, un campo en el que también dictaría cátedra acerca de cómo subvencionar o someter a los periódicos para manipular a la opinión pública. Un muy destacado ejemplo, en este aspecto, es el caso de La Libertad, un nuevo medio que nace en 1878, creado por cuatro antiguos iglesistas –Telésforo García, Santiago y Justo Sierra y Francisco G. Cosmes–, que fueron sus principales redactores y contaban con bastante imaginación y talento. Como ellos mismos lo hicieron público, fueron invitados “sin gestión alguna de nuestra parte a ‘ayudar a los amigos del gobierno’. El acuerdo consistió en que recibirían apoyo para fundar y sostener el periódico ‘con el compromiso solemne de que no se exigiría de nosotros nada que pudiera aminorar nuestra independencia’”.23 Estos jóvenes periodistas escribieron con insistencia sobre la necesidad de un gobierno fuerte y criticaron la inoperancia de la Constitución de 1857, elaborada, según ellos, por un “grupo de lectores de libros europeos” que ignoraban la realidad del país y sólo provocaron “con sus teorías artificiales” ambiciones y esperanzas “imposibles de satisfacer”.24 De ahí que recomendaran bajar del cielo a la tierra. Sostenían que los “utopistas insípidos del liberalismo” podían argumentar lo que quisieran, pero la realidad evidenciaba que los mexicanos estaban más preparados para “sentir un carácter, una energía, una personalidad de voluntad propia” en la Presidencia.25 Además, con un ejecutivo fuerte se podría trazar y llevar a cabo la política económica y el programa de fomento y obras públicas que necesitaba México. En cuanto a la democracia, veían como necesario limitar el derecho del voto a quien supiera leer y escribir, pues “es preciso que en vez de un sufragio universal, que sólo está escrito, adoptemos un sufragio restringido; así, de una mentira pasaremos a una verdad relativa…”26




      Todas estas ideas fueron asimiladas y recogidas por Porfirio, sólo que las aplicaría con su peculiar estilo. Por ejemplo, sabía que no podía gobernar con la Constitución pero, en vez de reformarla, optó por respetarla en la forma para burlarla en el fondo; asimismo, sin limitar el sufragio universal, él y su grupo se convierten en los grandes electores. Es decir, acepta el sincero realismo de los intelectuales, cuidando las formas, con el arte del disimulo.




      Obviamente, la prensa antilerdista trata a Díaz con respeto y, ante la incertidumbre de una posible confrontación armada, abrazó la causa de la paz. Esto no quiere decir que dejara de ser crítica con Porfirio y los tuxtepecanos. Desde el principio pintaban a Díaz de cuerpo entero. En abril de 1879, en tono burlón, El Monitor decía:




      Nos gusta este soldado que hoy tenemos de presidente por campechano y por francote. No le conviene un gobierno, lo derriba; se le antoja sentarse en la silla presidencial, se mete por el balcón de Palacio, sin esperar a que se le abra la puerta. Simpatiza con los reaccionarios y los imperialistas, y los llama a su lado. Cree que debe recompensar a los que le ayudaron a asaltar el poder…, y les da ascensos y recompensas, carteras o consulados.27




      La prensa obrera, en particular, El Hijo del Trabajo, desde temprano, el 25 de febrero de 1877, expresa que Porfirio alardeaba con frecuencia de la paz, como su primera gran conquista; pero ¿es una paz real, verdadera, saludable? La verdad, aseguran, es que “en el país reina una pobreza sobrecogedora: la agricultura, la industria, la minería mueren, de modo que se multiplican sin cesar los miserables desocupados”.28 La prensa católica, aun estando en contra de Lerdo por haber elevado a rango constitucional las Leyes de Reforma, expulsado a los jesuitas y promovido a la iglesia evangélica, tampoco dejaba de señalar, el 6 de marzo de 1877, que “la revuelta tuxtepecana ha ido de mal en peor: proclama la Constitución y la destruye; quiere contar con el asentimiento de la Nación y la hiere en su religión y en sus intereses; proclama el sufragio libre y los agentes oficiales lo burlan; apela a la cooperación de los estados y les arrebata su soberanía.”29




      Hasta la opinión más equilibrada y refinada de los periodistas en el El Monitor Republicano, descubre pronto los rasgos más acusados de la dictadura. José María Vigil, con su sensibilidad y buena pluma, el 16 de octubre de 1878, asegura que Porfirio se proponía gobernar al país según su propio albedrío, al margen de la Constitución. El parlamento, decía, es ya un nuevo “departamento” del Ejecutivo30 y, una semana después, aunque no se atreve a llamarle dictadura, considera que “…el ejecutivo en nuestro país se ha creído el dueño absoluto de la situación, el director exclusivo de la política. Su influencia absorbente se hace sentir en donde quiera, y todos sus esfuerzos se dirigen a nulificar los obstáculos que puedan presentársele, y a hacer preponderar sobre todo sus ideas, sus intereses y aun sus caprichos… pudiera decirse que vivimos bajo un régimen calcado sobre el patrón del zar de Rusia.”31




      Desde luego, los que señalan con mayor vehemencia el afán dictatorial de Porfirio, son los editores de El Federalista. Al principio declaran ilegítimo el gobierno de Díaz y, en consecuencia, consideran que todos sus actos carecen de valor legal. En enero de 1878 publican: “El cabo de cuartel erigido en presidente, ése es el perfecto símbolo de nuestro gobierno. Una asonada triunfante, un motín militar, sin principios ni tendencias, se apoderó a nuestro pesar de las instituciones.”32 La oposición beligerante de ese periódico pronto fue perdiendo terreno en la medida que tomaba fuerza la filosofía porfirista de la paz y se abría paso la consigna de menos política y más administración. Esta situación ya había sido advertida por Vigil, cuando aseguraba que “el ‘buen sentido’ de la Nación, que detesta el desorden y la rebelión, explica la facilidad con que el gobierno se ha sobrepuesto a los levantamientos armados”.33 Apabullado por este ambiente de fervor por la paz y por las fuertes presiones a las que lo sometió el gobierno, El Federalista acabaría por salir de circulación. El 1º de agosto de 1877 publica una comunicación de su corresponsal en Matamoros con el rumor de que dos norteamericanos y un mexicano habían recibido tres mil pesos de Porfirio para asesinar en Estados Unidos a Mariano Escobedo. El general Baltazar Téllez Girón denuncia esta noticia como un ataque al orden público y de inmediato es aprehendido el director del diario, Alfredo Bablot hijo. Como se establecía en la Constitución de 57, se integra un jurado popular y éste lo declara culpable. Sin embargo, el juez no puede sentenciarlo por falta de pruebas y termina el juicio. No pasa mucho tiempo y comienza el bloqueo en el correo para la distribución del periódico en los estados; luego, empieza a escasear la publicidad hasta que, el 31 de octubre de 1878, El Federalista dejó de publicarse para siempre, luego de 7 años de defender a Lerdo y enfrentar a Díaz.




      UN BAÑO DE LEGALIDAD





      Debe decirse que Porfirio cuidando las formas, procedió a institucionalizar su régimen, para darle un baño de legalidad a sus actos. El primer paso para restablecer el orden constitucional fue llamar a elecciones generales, un mes después de la toma de la ciudad de México, tal como lo ofrecía el Plan de Tuxtepec. El general Juan N. Méndez, encargado de la presidencia en la capital del país mientras Porfirio dirigía la campaña de apaciguamiento militar de iglesistas y lerdistas en Guanajuato y Jalisco, publicó la convocatoria el 23 de diciembre de 1876. En ésta se estableció que se celebrarían elecciones para diputados, magistrados de la Corte y de presidente de la República. No se incluyó la de senadores porque no estaban integradas aun las legislaturas estatales, y porque en el Plan de Tuxtepec se había hecho la promesa de desaparecerlo, con el argumento de que Lerdo lo utilizaba para destituir autoridades locales, vulnerando la autonomía de los estados de la federación. En la convocatoria, de manera ilegal y arbitraria, se negaba el voto a los considerados lerdistas; y se omitía mañosamente el requisito constitucional de vecindad o residencia para ser postulado como candidato. De conformidad con la Constitución de 1857, las elecciones se celebraban en dos tiempos: Primero se elegían de manera directa a los electores de los 227 distritos del país y, luego, estos representantes elegían a los candidatos en asambleas o colegios electorales.




      Antes del llamamiento a elecciones, ya había expectativa en los círculos políticos nacionales. En la ciudad de México, con anticipación, se colocaron carteles promoviendo la candidatura de Díaz para presidente y la de Juan N. Méndez para presidente de la Corte. Esta última, al final, no prosperó, porque Porfirio dio línea a favor de Ignacio Vallarta. Desde ese momento se implantó la práctica de no equivocarse mostrando simpatías por alguien, antes de preguntarle primero al gran elector. Un ejemplo: Carlos Díez Gutiérrez, gobernador de San Luis Potosí, consulta así a Porfirio por escrito: “El amigo, no el subordinado” le pide un consejo. Porfirio se lo da como una opinión “privada”: El bueno es Vallarta.34 Y, así, desde Guadalajara va repitiendo la misma instrucción; a Trinidad García de la Cadena, gobernador de Zacatecas, le dice que Méndez se metería en aprietos en la presidencia de la Corte, porque “no es tan perito en la ciencia del derecho”.35 Para remachar, le escribe a Méndez indicándole su preferencia por Vallarta y Méndez se disciplina.36 Debe volver a decirse que el atractivo político de ser presidente de la Corte era que se actuaba como vicepresidente de la República, pues suplía al titular del Ejecutivo en ausencias temporales o absolutas.




      Las elecciones del domingo 28 de enero de 1877 se llevaron a cabo con poca concurrencia pero sin sobresaltos mayores, porque todo estuvo bajo control; las noticias sobre los resultados desde entonces, también se hicieron predecibles: Francisco Meixueiro, gobernador de Oaxaca, le comunica por telégrafo a Díaz el “justo alborozo que embarga a los patrióticos hijos”. En Puebla, salvo un distrito electoral, en el que Cuevas, el candidato conservador, logra tres electores, los demás se los lleva Porfirio por unanimidad. En el puerto de Veracruz también hay unanimidad por Díaz y Vallarta. La comisión escrutadora “calculó que los 227 colegios electorales en que estaba dividido el país daban 17 080 votos de electores; por consiguiente, la mayoría absoluta exigida por la Constitución era 8 540 votos. Como Porfirio había obtenido 11 475, la había excedido por 2 935. Era él, pues, el elegido. De hecho, logró la unanimidad en 10 estados de la República; pero, en todo caso, sus contrarios juntos apenas lograron 482 votos electorales.”37 En la elección para la Suprema Corte de Justicia, ganan por mayoría absoluta Ignacio L. Vallarta, como candidato a presidente; Pedro Ogazón y Manuel Alas, a magistrados; Joaquín Ruiz a procurador y Eligio Muñoz a fiscal. En la elección de diputados todo salió de acuerdo a lo previsto. Algunos fueron electos sin hacer campaña ni conocer siquiera sus distritos. Por ejemplo, en nueve de 10 distritos electorales de Hidalgo, por recomendación de Porfirio, se postularon candidatos que no habían nacido en el estado ni tenían residencia. En esa condición estaban Manuel González, Protasio y Cirilo P. Tagle, Pedro Ogazón, Juan Crisóstomo Bonilla, Mariano y Vicente Riva Palacio, Benito Juárez hijo y Francisco Z. Mena.




      La Constitución establecía cuatro años de periodo presidencial; sin embargo, precisamente por ello, en esa ocasión Porfirio podía permanecer sólo hasta el 30 de noviembre de 1880, ciento cincuenta y cuatro días menos de lo dispuesto, lo cual dio lugar al comentario zalamero del periódico La Patria, de Irineo Paz: “Es el primer ejemplo que tenemos en la historia de nuestro país de un hombre que encontrándose omnipotente, que estando cubierto con los laureles del vencedor, que siendo objeto del mayor cariño de la Nación… se conforma con ser presidente tres años, renunciando en seguida, quizás para siempre, a la satisfacciones del mando.”38 Este supuesto desinterés por el placer del mando, es reafirmado por Porfirio el 1º de abril de 1877, en un mensaje en la sesión inaugural de la Cámara de Diputados. Allí plantea que al día siguiente enviará la iniciativa de reforma para prohibir la reelección inmediata del presidente de la República y de los gobernadores de los estados. A partir de entonces repite donde puede su determinación de no reelegirse. El 16 de septiembre de 1879, en su informe al Congreso, aprovecha para referirse a una iniciativa de la legislatura de Morelos que propuso reformar de nuevo la Constitución y permitir la reelección del presidente de la República. En forma demagógica, sostiene que “no es la oportunidad de que el Ejecutivo exprese su juicio sobre esta materia, pero sí debo hacer ante el Congreso la solemne protesta de que jamás admitiré una candidatura de reelección aun cuando ésta no fuera prohibida por nuestro Código, pues siempre acataré el principio de donde emanó la revolución de Tuxtepec.”39




      El 2 de mayo de 1887, Porfirio expide la convocatoria para la celebración de elecciones de senadores a realizarse a junio y julio. Esto provocó cierta inconformidad porque se daba marcha atrás al compromiso del Plan de Tuxtepec de desaparecer el Senado. Al margen de los argumentos legales, las causas de fondo de este incumplimiento tenían que ver con la posibilidad de abrir más espacios para los allegados y, sobre todo, para seguir haciendo aquello que tanto se le reprochaba a Lerdo: contar con un instrumento que le servía para remover, con aparente legalidad, a los gobernadores que perdían la confianza del presidente en turno. Uno de los pocos diputados que impugnó el dictamen sobre la no desaparición del Senado fue Carlos María Aubry, quien con sentido del humor, sostuvo que “sería el mismo martillo con distinto mango; antes era de palo negro y ahora de Palo Blanco”.40 En fin, no se suprimió el Senado, hubo elecciones, salieron los de la lista previamente acordada entre Porfirio y los gobernadores, y el 19 de septiembre de 1877, quedó instalado el Congreso con las dos Cámaras.




      En el acto de instalación, Porfirio expresa su satisfacción porque se ha dado el último paso para restaurar la legalidad en el país, para garantizar “el pleno orden constitucional”. Y por primera vez, tal como repetirá durante largos años, declara que reina la paz “del uno al otro extremo del territorio”. Por si fuese poco, afirma que se respetó la libertad de sufragio, lo cual indigna a la prensa liberal independiente: Esto “…es una elocuente expresión de todos los abusos, de todos los desmanes que ennegrecen nuestra historia de elecciones populares, y que han hecho de ellas una risible caricatura.”41 La verdad es que las elecciones eran una farsa. Cada vez concurría menos gente a votar y se usaban todas las mañas posibles. En aquel tiempo empiezan a ensayarse las más variadas formas de fraude electoral. En los primeros meses de 1877, antes de las elecciones de regidores de la ciudad de México, la queja más frecuente fue que la lista de aspirantes había sido confeccionada por el ministro de Gobernación y por el gobernador del Distrito Federal. En las elecciones de gobernadores, ese mismo año, la violación a las constituciones locales fue el distintivo común. Los candidatos no eran oriundos de los estados por los que eran votados; los interinos eran postulados candidatos y, utilizando a jefes políticos, jueces, administradores de rentas de los ayuntamientos y al ejército, pasaban a ser gobernadores constitucionales. Se llegó a decir como burla que era admirable cómo el sufragio libre había traído la reelección de tanto gobernador militar. En Morelos, el coronel Carlos Pacheco era gobernador interino y sale de candidato para ser constitucional, a pesar de que el código local prohibía que fueran electos quienes se desempeñaban como jefes de fuerzas militares federales. En este caso, cuando ciudadanos de ese estado preguntan al general Méndez, encargado de la presidencia, si estaba vigente o no esa disposición legal, la respuesta es de lo más ridícula:




      …debo decir a ustedes que no me creo competente para resolver semejante consulta, pues necesitaría tener conocimientos legales de que por desgracia carezco, y, además, mi posición oficial no me permite interpretar la ley, atribución exclusiva de los tribunales y de los letrados entre los que se cuentan algunos de ustedes, quienes sin duda podrán ilustrar satisfactoriamente este punto.42




      El mismo Juan N. Méndez gana la gubernatura de Puebla con un cómputo que arroja cifras redondas. Él obtiene 92 mil votos; los otros candidatos, Hermenegildo Carrillo y Carlos Pacheco, reciben 4 mil y 2 mil votos respectivamente, nada de esas minucias de centenas, decenas y unidades.43 En Guanajuato fue impuesto Francisco Z. Mena; su elección produjo este comentario burlón: “…este señor, a quien nadie votó en Guanajuato para gobernador del estado, acaba de ser declarado gobernador constitucional… ¡Viva el sufragio libre!”44 En Yucatán, el gobernador impuesto por Porfirio, Agustín del Río, quien como gobernador del Distrito Federal ya había mostrado su experiencia en el “manejo” de contiendas para regidores, le escribe pidiéndole que en vísperas de las elecciones de diputados locales, mande al puerto de Progreso el barco militar Independencia, para darle “respetabilidad” a las decisiones que tome y para alojar a bordo a los políticos que deben “mudar de temperamento”. Días después le informa del plan que aplicó y del éxito que obtuvo:




      Fueron llamados los jefes políticos. A cada uno se le dio un pliego cerrado con la lista respectiva. Ese pliego debía ser abierto en las respectivas cabeceras de sus partidos. Aquí [en Mérida] se guardó absoluta reserva respecto de las listas. Todos los círculos estaban desorientados, preguntando qué haría el gobierno. Nada contestábamos a eso, y el resultado fue que cuando conocieron las candidaturas nuestras, era tarde para que nadie hiciera algo en contra. Se verificaron ayer las elecciones en una paz octaviana y les dimos capote a todos.45




      Hay pruebas suficientes para sostener que, desde el principio del Porfiriato, el fraude fue la constante en las elecciones: cambios de secciones electorales; instalación ilegal de casillas dentro de casas de simpatizantes; suplantación de electores; boletas y actas apócrifas. Además, ya desde entonces, la gente le había dejado el asunto al gobierno. Los ciudadanos no se interesaban por ir a votar. Sabían que todo estaba decidido y preferían abstenerse, actitud que, equivocada o no, se mantiene hasta nuestros días. Ello justificó la creación de un aparato encargado de organizar las elecciones, con el pretexto de que si el gobierno no efectúa ese trabajo, “¿brotarán acaso de la nada?”46 En aquel entonces, la comedia era descrita de la siguiente manera:




      …hemos visto el cómico espectáculo de siempre: un zaguán más o menos ancho, en que más o menos se encuentran agrupadas cuatro o cinco personas. Se cubre la puerta del fondo con una cortina de color equívoco; sobre la mesa donde el gran trabajo va a operarse se extiende una carpeta verde… y nada más, porque el pueblo no se cuida de ir a ejercer su soberanía…47




      Este relato nos muestra cómo, hasta hace poco, se “hacían las elecciones” en nuestro país. En casi todos los lugares del territorio, las casillas permanecían sin votantes y “el trabajo” lo realizaban líderes de organizaciones corporativas, comisarios ejidales y otros expertos en rayar boletas, hacer actas y enviar a las instancias superiores la paquetería electoral, con resultados sorprendentes, desde luego, a favor de los candidatos oficiales.




      CENTRALISMO E IMPOSICIÓN





      Para consolidar su poder, Porfirio tejió una red de hombres fuertes e incondicionales, en todas las regiones y estados del país. Con esa base construyó la dictadura, garantizó el funcionamiento del régimen y creó una república simulada. En realidad, más que en el gabinete, en las Cámaras, en la Corte o en la prensa, el poder se encontraba en sus manos y en sus militares de confianza. El ejército que él personalmente comandaba se volvió la fuerza político-militar más poderosa. Porfirio adoptó fielmente la política centralista de Santa Anna; subordinó el mando civil al militar y entregó, a una misma persona, los cargos de comandante general y gobernador. Téngase en cuenta que la primera circular de los tuxtepecanos, a pocos días de haber tomado la ciudad de México, daba a Porfirio la facultad de nombrar a los gobernadores provisionales de los estados. La mayoría de ellos eran militares y de su confianza absoluta. Con este grupo de embajadores del poder central, no sólo enfrentó las revueltas iglesistas y lerdistas de los primeros años; ese aparato de fuerza le sirvió también para combatir sin piedad a quienes defendían su libertad y sus tierras. Debe subrayarse que, si para los opositores políticos podía haber concesiones o amnistía, para los de abajo nunca hubo ninguna consideración. Porfirio era un hombre de poder que jamás se preocupó de la necesidad o sufrimiento del pueblo raso. Por el contrario, en la historia de México independiente, como veremos más adelante, ningún presidente ha sido tan cruel y despiadado con obreros, indígenas y campesinos.




      En el terreno político la mayor utilidad de la temprana creación de la red de hombres fuertes en los estados se manifestó en el manejo de las elecciones. Los gobernadores fueron la clave del éxito en los procesos electorales; eran los encargados de lograr que resultaran electos quienes aparecían en la lista enviada por Porfirio y como recompensa del mando central, también podían “colar” a sus allegados. En ese tiempo se inventó la regla no escrita de que tocaba al presidente la designación de diputados federales, senadores, magistrados de la Corte y la postulación del candidato a la presidencia de la República; por su parte, los gobernadores nombraban a diputados locales, jefes políticos y presidentes municipales. El primer ensayo de lo que popularmente se conoce como dedazo, se realiza cuando Porfirio impone a Manuel González como su sucesor. Tiempo después, esta práctica se convertiría en una de las reglas de oro de la política mexicana, con el ceremonial conocido como “el destape”. En esta maniobra, Porfirio mostró sus dotes de político marrullero. Primero guardó silencio, mientras operaba en la sombra; luego, “destapó” a su candidato y lo rodeó de apoyo público prefabricado. Para esa elección, aspiraban a la presidencia Justo Benítez, Vicente Riva Palacio, Ignacio L. Vallarta, Juan N. Méndez, Gerónimo Treviño, Trinidad García de la Cadena, Manuel González, Manuel María Zamacona e Ignacio Mejía; en total, cuatro civiles y cinco militares. De entrada, llevaban la de perder los cuatro civiles, pues Porfirio tenía más inclinación por los hombres de fuerza, con el añadido de que siempre fue alérgico a la intelectualidad. Esto lo entendió Riva Palacio que pronto declinó y aceptó ser coordinador de campaña de González; de modo que sólo llegaron a la recta final Benítez, Vallarta y Zamacona; entre tanto, del grupo de militares se disciplinaron Treviño y Méndez, y se mantuvieron firmes García de la Cadena y Mejía.




      En sigilo, con bastante anticipación, Porfirio preparó las condiciones para sacar a González, a quien valoró como el hombre más leal a su proyecto. Se conocían de tiempo atrás; bajo las órdenes de Porfirio, Manuel González participó en las batallas de Miahuatlán, la Carbonera y la célebre toma de Puebla contra las tropas francesas, el 2 de abril de 1867, donde González combatió con arrojo y perdió el brazo derecho. Pero, sobre todo, habían conspirado y combatido juntos en las revueltas de la Noria y Tuxtepec. Cuando gobernaba el presidente Juárez, Manuel González era encargado en Palacio Nacional y sostenía relaciones clandestinas con Porfirio, a quien le informaba, le ayudaba como espía y le expresaba que se mantenía en espera del estallido del rayo.48 Además, gracias a la oportuna llegada de Manuel González con su tropa a Tecoac, Porfirio había ganado esa decisiva batalla. En pleno combate, el militar tamaulipeco, de quien sus adversarios decían que había nacido en Santander, España, resultó herido. De modo que estaba más que probado como hombre leal. Desde finales de 1878, Porfirio empieza a mandar señales para alentar la candidatura de González y socavar las otras; al primero que descalifica es a su paisano Benítez, quien se movía haciendo política a su favor en la Cámara de Diputados. En septiembre de ese año, en respuesta a una consulta de Carlos Díez Gutiérrez, gobernador de San Luis Potosí, Porfirio le escribe diciéndole que “la opinión pública no se ha pronunciado en ningún sentido, pues aunque en el congreso hay una fracción regular que marcha compacta y con determinado fin, esto, en mi concepto, no puede servir de norma para conocer la voluntad del país…”49Más tarde, el 1º de marzo de 1879, Méndez firma una circular para convocar a gobernadores con el propósito de escoger una candidatura presidencial. Porfirio escribe a Bonilla, aliado de Méndez y gobernador de Puebla, para recordarle que siete meses antes habían acordado esperar hasta que se consultara el “sentimiento público” y en tono amenazante le pide un esclarecimiento que “me sirva de gobierno en las combinaciones que deben llevarse a cabo en el futuro”.50 De inmediato Bonilla le responde que tenía la “más absoluta confianza” en que Porfirio sabría resolver el problema con honradez y patriotismo.51 Más tarde, Méndez y Bonilla se unieron con la petición de que Porfirio les respetara sus intereses en Puebla.52




      A mediados de 1879, la operación de Porfirio a favor de González estaba en su apogeo; Servando Canales, gobernador de Tamaulipas, le telegrafía para asegurarle que se inclinaba por González y le consulta si debía propagarlo; Porfirio le contesta que un representante personal le llevará las “instrucciones conducentes”.53 El gobernador de Michoacán le informa, como si fuera una gran noticia, que el “estado entero está por el Manco”.54 Antonio Gayón, gobernador y comandante militar de Querétaro, dice que ha hecho sondeos en el estado y todos favorecen a González; sin embargo, le expresa también que si Porfirio desea que “popularice” otra candidatura está a las órdenes; Porfirio le contesta que no hay cambios y que siga “popularizando más” la de Manuel González.55 Gerónimo Treviño no sólo se alinea, sino que sofoca una pequeña rebelión en Durango a favor de García de la Cadena y, pocos días después, el gobernador de ese estado, Juan M. Flores, le asegura a Díaz que hará suyo al candidato que designe como ya se lo notificó a Treviño.56 Es más, cuando Porfirio convoca en octubre de 1879, a una reunión privada con gobernadores, el de Campeche considera innecesario asistir porque en repetidas veces le había escrito que se apegaría a lo que él resolviera.57




      Toda esta operación la llevó a cabo Porfirio sin decir en público una sola palabra ni dar ninguna señal, al grado que el 8 de noviembre de 1879, siete meses antes de la elección, El Monitor Republicano, en tono desesperado reclama: “No debe ignorar el gobierno que la República entera, que los diversos partidos políticos, están pendientes de su actitud en el negocio de la elección presidencial. Existiendo el triste convencimiento de que no habrá tal libertad de sufragio, todos procuran naturalmente averiguar de qué lado se inclinará la protección oficial, y como aparecen dos candidaturas que no pueden ser favorecidas a la vez, la cuestión queda reducida a aclarar cuál de ellas obtendrá por fin el decidido apoyo del jefe del ejecutivo.”58 Días más tarde, el 15 de noviembre, Manuel González, renuncia al Ministerio de Guerra y el 10 de diciembre, quien lo sustituye, el coronel Carlos Pacheco, envía un telegrama a la legislatura de Michoacán para solicitar con rapidez una licencia a favor del gobernador Manuel González, porque el presidente necesita usar sus servicios militares. En efecto, poco después, Manuel González es nombrado comandante del ejército de occidente.59 El 23 de diciembre es presentado al pueblo el equipo de campaña de González, integrado por Vicente Riva Palacio, Ramón Fernández, Pedro Baranda, Benigno Arriaga y Pedro Díez Gutiérrez.60




      Para entonces, el plan ya está prácticamente terminado y así lo informan los comandantes militares de todo el país. Sólo al llegar a este punto, Porfirio da a conocer que su gobierno “protege” la candidatura de Manuel González porque la “mayoría de los estados” la apoya. Y en razón de ello, afirma que está dispuesto a aplastar cualquier movimiento rebelde que se origine a causa del ya cercano proceso electoral.61 Obviamente este destape enardece a los otros candidatos. El gobernador de Zacatecas, Trinidad García de la Cadena había expresado su inconformidad, desde octubre de 1879, cuando se niega a asistir a la reunión de gobernadores con Porfirio. En ese momento escribió: “Agradezco la invitación. Veo a ustedes en medio de un incendio político cuyo contacto me sería peligroso. Mi regla de conducta es la Constitución, y nunca tomaré parte para distribuirme el voto libre de los pueblos”.62 Y luego del destape, el 31 de diciembre, el periódico La Patria, de Irineo Paz, que había sido el principal promotor de García de la Cadena, califica de gran desacierto del presidente sostener una candidatura gobiernista y se lanza diciendo que el “elegido del soldado que desgobierna la Nación fue otro soldado destinado a seguirla desgobernando”.63 Justo Benítez, asesor personal de Porfirio, luego de años de cargar con la culpa de todo lo malo que sucedía, de ser considerado el “presidente del presidente” y de ser atacado con saña por la prensa que no lo bajaba de “presidente negro”, rompe su hermético silencio y en tono aclaratorio sostiene que “…el jefe del ejecutivo es el solo autor de todos los desaciertos que marcan el periodo de su gobierno, desde la primeras faltas de su gabinete hasta la reciente creación de una candidatura militar.”64




      Al calor del descontento, luego del destape se forma un bloque de opositores a González, que se propone reorganizar el Partido Liberal. En este grupo figuran los candidatos Luis L. Vallarta, Ignacio Mejía y Manuel María de Zamacona, así como Genaro Raigosa y el periodista Irineo Paz, en representación de García de la Cadena; los generales Protasio P. Tagle y José María Condes de la Torre, a nombre de Benítez; y Manuel Alas, Leonardo López Portillo y Enrique Pasos, de Vallarta. Sin embargo, no pudieron ponerse de acuerdo en definir una candidatura única que enfrentara a la de Manuel González y sólo coinciden en evitar por medios legales y pacíficos “todas las violencias que se ejerzan contra el libre sufragio…”65




      Como era predecible, las elecciones fueron manejadas por los militares. Cuerpos castrenses tomaron León, Silao y Celaya en Guanajuato, en otros estados ocurrió lo mismo. La Patria hace el recuento: “Cada uno de los mexicanos sabe de memoria que la soberanía de Colima fue hollada, que Aguascalientes fue invadido por un cuerpo de línea, que todas las cabeceras de Jalisco fueron ocupadas militarmente, que en Durango no se hicieron padrones ni se repartieron boletas, que en Michoacán fue espantosa la presión que ejercieron las fuerzas federales, que en todo el Oriente se desplegó un lujo inusitado de fuerza…”66 Y concluye: “El señor general Díaz, que no conoce lo que son escrúpulos en materia alguna, que no tiene fe ni en los hombres ni en las instituciones… que con un criterio muy pequeño y acostumbrado a la disciplina militar no puede comprender que haya hombres independientes… juzgó que no sólo podía, sino que debía intervenir en las elecciones.”67




      El dictamen de la elección, según la comisión escrutadora, atribuyó a Manuel González 11 528 votos; a Justo Benítez 1 368; a Trinidad García de la Cadena 1 075; a Ignacio Mejía 529; a Ignacio Vallarta 165, y a Manuel María Zamacona 76. González sólo perdió en Guanajuato, Zacatecas y Coahuila. En el resto del país triunfó con amplia ventaja e incluso en siete estados ganó por unanimidad, es decir, ninguno de los otros candidatos consiguió un solo voto. De esta manera, el Congreso lo declara presidente electo para el periodo del 1º de diciembre de 1880 al 30 de noviembre de 1884.




      Terminaba así el primer periodo de Porfirio, haciendo a un lado la posibilidad de que México se condujera por el camino de la democracia y de la auténtica legalidad. En cuatro años había definido los lineamientos básicos de lo que sería su largo mandato y la forma de hacer política para conservar el poder por encima de todo. Ya tenía listo el esquema general de lo que sería el Porfiriato, con sus rasgos principales: el recurso de la fuerza para dominar; la simulación como forma de gobierno; el fraude electoral; la centralización del poder; el sometimiento de la prensa. En otras palabras, había colocado los cimientos que sostendrían el edificio de una dictadura encubierta que imaginó eterna. Actuando en contra de todo lo que había prometido en los planes de la Noria y Tuxtepec, para regenerar al país mediante la aplicación del principio de la no reelección, Porfirio, el gran simulador, tenía todo listo para perpetuarse en el poder. Primero con la imposición de un mandatario a modo y luego con la triquiñuela de la paz y el progreso para justificar seis reelecciones consecutivas: de 1884 a 1888, de 1888 a 1892, de 1892 a 1896, de 1896 a 1900, de 1900 a 1904 y de 1904 a 1910.


    


  




  

    

      CAPÍTULO II




      El periodo de Manuel González




      Porfirio Díaz siguió mandando durante la presidencia de Manuel González. Es cierto que éste gozó de autonomía, pero en lo fundamental, Porfirio continuó ejerciendo el poder y, sobre todo, el más importante para sus fines, el poder militar. Hay suficientes pruebas documentales para sostener que nunca dejó de comunicarse con los hombres fuertes de los estados y éstos siempre le profesaron lealtad. Sin embargo, entre Porfirio y Manuel González hubo entendimiento y respeto mutuo; el dictador no estaba interesado en dirigir todos y cada uno de los actos de gobierno, más bien se ocupó de evitar que se creara una situación adversa a su intención de retornar a la presidencia en 1884. Por su parte, Manuel González lo único que le pedía era confianza, con la súplica reiterada de que no hubiera intermediarios y que sólo él fuera el ejecutor de los acuerdos que tomaban entre ambos. Debe pensarse que Manuel González era también un hombre de poder, pero nunca pudo cambiar la correlación de fuerzas existente. Es decir, las circunstancias, más que la lealtad, que en política suele ser relativa, fueron las que lo llevaron a conducirse con respeto a Porfirio y a ceñirse a su papel de presidente sin aspirar a detentar el poder absoluto.




      Este entendimiento se refleja en la integración de su gabinete, formado en su mayoría por porfiristas. El día 1º de diciembre de 1880, en Palacio Nacional, el presidente González anuncia que Ignacio Mariscal será ministro de Relaciones; Carlos Díez Gutiérrez, de Gobernación; Francisco de Landero y Cos, de Hacienda; Ezequiel Montes, de Justicia; Gerónimo Treviño, de Guerra y el propio Porfirio Díaz, de Fomento. Inclusive, terminada la ceremonia, Ignacio Mariscal se agregó al cortejo que acompañó a Díaz a su domicilio. González también heredó íntegramente el Estado Mayor Presidencial de Porfirio, y la gente del oaxaqueño conservó los mandos del Ejército y sus diputados y senadores siguieron teniendo la mayoría en el Congreso. Asimismo, Porfirio gozaba de influencia en la Corte y contaba con la simpatía de un amplio grupo de periodistas.




      SOMETER A LOS ADVERSARIOS





      Tanto el presidente formal como el que también mandaba, tenían la misma idea en cuanto a centralizar el poder con la colaboración de hombres leales en los estados. Por eso no fue extraño que Porfirio guardara silencio cuando Manuel González comenzó a desmontar cacicazgos, cuyos jefes se habían indisciplinado durante las elecciones presidenciales. El primero en caer fue Trinidad García de la Cadena, a quien su protegido lo traicionó. El general Jesús Aréchiga había resultado electo gobernador de Zacatecas para el cuatrienio de 1880 a 1884. Todavía en su toma de posesión, aseguraba que seguiría “la misma conducta de su ilustre predecesor”. García de la Cadena le había enseñado todo lo que sabía, desde que lo tomó como asistente personal y como le vio “excelentes condiciones para elevarse”, impulsó su carrera militar hasta llevarlo a general de brigada. En el terreno político lo hizo primero diputado local, después diputado federal y finalmente gobernador. Pero a menos de dos años de ocupar este cargo, tras la elección de diputados locales, Aréchiga desconoce a los candidatos ganadores fieles a su padrino y designa a los miembros de la legislatura, mientras con la guardia nacional y tropas federales manda aprehender en su casa a García de la Cadena. Recluido en un hotel de Zacatecas, habilitado como cárcel, el viejo cacique de 67 años le escribe a Aréchiga reprochándole el acto de cobardía que significó el asalto a su domicilio para “batir con cuatrocientos hombres a tres”, uno de los cuales era su sobrino y había caído muerto. En un manifiesto, Aréchiga explica que no podía aceptar ser empleado de nadie porque lo eligió el pueblo zacatecano y… “si aquel círculo político creyó constituirme en fácil instrumento de sus ambiciones, los acontecimientos que acaban de verificarse en esta ciudad demostrarán al estado que hay en mi alma todo el respeto que me merecen la ley y el derecho del pueblo”.1 Desde la prisión, García de la Cadena, se sincera y revela que, en efecto, Aréchiga fue electo gobernador pero por indicaciones suyas y porque lo prefirió en lugar de “notabilidades dignas, científicas y generalmente aceptadas”.2 Un mes después, García de la Cadena es liberado pero, en 1883, el carruaje en que viajaba es tiroteado y pierden la vida otro de sus sobrinos y el cochero. El mismo Aréchiga se lo informa a Manuel González y atribuye el atentado “a uno de tantos enemigos personales” de su antecesor.3 Ése no era todavía, sin embargo, el fin de la venganza contra García de la Cadena.




      El otro cacique político que empezó a ser hostilizado desde el centro fue Juan N. Méndez, cuando a pesar de las simpatías de Porfirio y González en favor del general Rafael Cravioto para imponerlo como gobernador de Puebla, éste sólo obtuvo tres votos de las elecciones primarias y Méndez sacó adelante la candidatura de su hijo Miguel. Sin embargo, en las elecciones secundarias, hubo una nueva embestida del centro, inclusive con la participación personal de Porfirio, quien le sugiere a Méndez que apoye al general Rosendo Márquez, ofreciéndole a cambio la presidencia de la Suprema Corte de Justicia Militar. Méndez le contesta que, “por desgracia”, la idea de presentar la candidatura de Márquez era tardía, ya que era imposible comunicar a los distritos “el pensamiento y hacer cambiar de resolución a los colegios electorales, organizados ya bajo determinada inspiración”.4 Como todo esto se dio en 1884, en vísperas de la elección presidencial, Porfirio prefirió esperar; es decir, en esa ocasión, como se dice en el boxeo, a Méndez lo salvó la campana. Pero después se consumaría la demolición de su cacicazgo.




      Al gobierno central sí le alcanzó el tiempo para acabar con la influencia política de Ignacio Luis Vallarta en Jalisco. En ese estado gobernaba el abogado Fermín González Riestra que, incluso siendo vallartista, tenía méritos propios y, sobre todo, arrojo. El encargado de enfrentarlo fue el general Francisco Tolentino, jefe de la primera división del ejército con sede en Guadalajara. Tolentino contaba con el reconocimiento de Manuel González y de Porfirio. En vísperas de la decisiva batalla de Tecoac, Tolentino abandonó las filas del lerdismo y se sumó con elementos militares a la causa tuxtepecana. La disputa en Jalisco empezó en 1881, con motivo de la elección de diputados locales. El despliegue de tropas por las regiones del estado se hizo evidente y a las exigencias del gobernador Riestra, quien pedía que el Ejército regresara a sus cuarteles, desde la ciudad de México le contestaban que se actuaba así para evitar “turbulencia” durante las elecciones. En esos días, un periódico de Jalisco anticipó muy bien el desenlace, explicando cuál era el procedimiento ya establecido:




      Si están unidos el gobierno general y el del estado, entonces ni siquiera se instalan las mesas porque no concurren a las casillas ni aun los pocos ciudadanos que para el efecto requiere la ley. En este caso, en los ayuntamientos y en las jefaturas políticas se forjan las credenciales… Cuando están en desacuerdo, triunfa siempre el de la República…5




      Por si fuese poco, Riestra tenía en contra la opinión de los católicos que lo consideraban jacobino y juzgaban “inteligente y activo” al partido opositor; además veían como algo “natural” la intromisión del gobierno federal.6 El Monitor Republicano desde otra postura y con cierta nostalgia preguntaba:




      ¿Dónde está, pues la soberanía reconocida a los estados por la Carta de 57? ¿Dónde está la independencia en cuanto al régimen interior que los estados de la Unión procuraron afianzar al constituirse en una república federativa?7




      El 31 de diciembre de 1881 se da a conocer el cómputo de las elecciones en Jalisco: ganan los 12 diputados afines a Riestra, y en forma “verdaderamente asombrosa”, 11 obtienen exactamente la misma cantidad de votos (64 845).8 Esta torpeza da mayores elementos a la oposición que, con el apoyo del general Tolentino, instala una legislatura paralela y espuria, desconoce a Riestra y nombra ilegalmente gobernador provisional a Antonio I. Morelos. El conflicto va al Senado y ahí se declaran desaparecidos los poderes constitucionales de Jalisco, se confirma el nombramiento hecho por el presidente de la República a favor de Pedro Landázuri, como gobernador provisional, y éste convoca a elecciones que deberán celebrarse el 12 de noviembre de 1882 para diputados y un mes después para gobernador. Es decir, el derrocamiento de Riestra se legaliza mediante el Senado que seguía siendo, como en la época de Lerdo y por lo cual se pedía su desaparición en el Plan de Tuxtepec, un mero instrumento del Ejecutivo para esos menesteres. Por cierto, este procedimiento siguió aplicándose de manera ininterrumpida hasta un siglo después y, hoy como ayer, todavía lo contempla la Constitución vigente.




      Apenas resuelto el asunto, Manuel González le expresa a Porfirio que “el único” candidato que les conviene es el general Tolentino, pues conoce como nadie “aquella situación y la manera de dominarla”.9 Poco después, González recurre de nuevo a Porfirio para que llame la atención a los magistrados de la Suprema Corte por haber concedido un amparo a los regidores del ayuntamiento de la Villa de Guadalupe de la ciudad de México, quienes habían sido sustituidos arbitrariamente por el gobernador del Distrito Federal. González le asegura que los magistrados reciben “especiales favores del Ejecutivo”, a través de “gratificaciones extraordinarias”, pero actúan bajo la influencia de Vallarta, y añade que éste lo hostiliza porque se siente “despechado por el giro que toman los asuntos de Jalisco”.10 Porfirio cumple y se dirige por escrito a cada magistrado para pedirle que modifique su posición en el caso de la Villa; eso sí, lo hace de manera amable y con sutileza, usando la fórmula de “rogar a usted, fiado en sus buenos sentimientos y en sus naturales ideas por el bienestar de la República, que procure caminar de acuerdo con el gobierno.”11




      En noviembre de 1882, Ignacio L. Vallarta recibe la puntilla cuando González publica un decreto por el cual el presidente de la Suprema Corte deja de ser vicepresidente de la República. Por lo tanto renuncia a su cargo para retirarse definitivamente a la vida privada y Tolentino es electo gobernador de Jalisco por unanimidad. La salida de Vallarta no tuvo ninguna repercusión y los porfiristas despacharon el asunto diciendo que “todos los ciudadanos son útiles, pero ninguno necesario”. Es probable que Vallarta, ya en el retiro, haya reconocido que se equivocó al apostar a los hombres de fuerza. Lerdo le había advertido a Guillermo Prieto, simpatizante de Iglesias, que si no se unían los hombres de ley, Porfirio “pasará sobre la Constitución, los constituyentes y los constitucionalistas… El señor Díaz sólo es grande en su ambición: ya en la presidencia, todos ustedes, hombres de toga y de lira, irán a la nada.”12




      Desde luego, éstos no fueron los únicos casos de sometimiento de las autoridades locales a las federales. Los estados, como se empezó a decir, eran “parias de la Federación”. En Durango, por ejemplo, era gobernador Francisco Gómez Palacio, un abogado inteligente y probo, pero nada de eso le valió porque el centro decidió apoyar la candidatura del general Juan Manuel Flores, jefe de armas en el estado, quien ganó la elección de gobernador de junio de 1884. Gómez Palacio, en protesta, pidió licencia antes de finalizar su mandato y renunció en definitiva al cargo de procurador general de la República. Para entonces, ya estaban definidas las bases y la mecánica del régimen. Esto se advierte con sólo pasar revista a lo acontecido en cada uno de los estados. En Campeche, los hermanos Pedro y Joaquín Baranda tenían la confianza del centro; Nuevo León era feudo de Gerónimo Treviño; en Hidalgo fue gobernador Rafael Cravioto, luego su hermano Francisco y éste le entregó la estafeta a Simón, el otro hermano; en Tamaulipas el cacique Servando Canales dejó la gubernatura a su hermano Antonio; en Morelos, entraba y salía del gobierno el general Carlos Pacheco; en Tabasco ya mandaba como jefe de armas federales el general Abraham Bandala; en Chihuahua era provisional y fue electo gobernador constitucional Luis Terrazas, el coronel que tenía el mérito de haber combatido y aprehendido a Victorio, jefe de los “indios bárbaros”, y que ya combinaba la política con los negocios, sobre todo, en ese entonces, con el de la minería. En Colima, Francisco de Santa Cruz era el hombre de confianza del centro; lo mismo que Evaristo Madero en Coahuila, Rafael Cuellar en Guerrero y Prudencio Dorantes en Michoacán. En el sufrido estado de Oaxaca, Porfirio ponía y quitaba gobernadores a su antojo: primero fue gobernador constitucional Francisco Meixueiro, posteriormente él mismo ocupó ese cargo por nueve meses, deja al general Mariano Jiménez y terminó imponiendo a Luis Mier y Terán. En Yucatán fue electo el general Octavio Rosado que se propuso enfrentar la “asoladora guerra de los indígenas bárbaros”, mejor conocida –aunque mal llamada– como “guerra de castas”; en Veracruz, luego de Mier y Terán, el hombre fuerte fue el general Juan de la Luz Enríquez. En Aguascalientes, en el cuatrienio de González, hubo cuatro gobernadores: Miguel Guinchara, Rafael Arellano, Ignacio H. Macías y Francisco G. Hornedo, todos obedientes al centro; la misma actitud asumían José María Ramírez en Chiapas, Francisco Cañedo en Sinaloa, Próspero Cahuantzi en Tlaxcala, el general Rafael Olvera en Querétaro y José Zubieta en el estado de México.




      En Guanajuato, la oposición al poder central la encabezaba el general Francisco Z. Mena que, al triunfo de la revuelta de Tuxtepec, había sido nombrado por Porfirio gobernador provisional. Sin embargo, Mena apoyó la candidatura presidencial de Justo Benítez y en ese estado perdió Manuel González; incluso, en Guanajuato, luego de las elecciones primarias, González fue víctima de un atentado. Por eso, cuando Mena quiso dejar en la gubernatura a su hermano, siguiendo el ejemplo de otros, no se lo permitieron. Entró al gobierno Manuel Muñoz Ledo que se enganchó en un pleito con el general Florencio Antillón, ex gobernador iglesista depuesto, pero rehabilitado por Manuel González quien lo hizo su lugarteniente en la jefatura del Ejército de Occidente. Muñoz Ledo fue por este motivo constantemente hostilizado, al extremo de que lo tirotearon, sobrevivió y siguió gobernando pero antes de terminar su mandato pidió licencia indefinida y lo sustituyó el coronel Pablo Rocha, jefe de zapadores; por último, éste entregó la gubernatura a Manuel González que resultó “electo” para el periodo del 26 de septiembre de 1884 al 25 de septiembre de 1888.




      En Sonora hubo también confrontación e inestabilidad en el arranque del gobierno de González, pero en poco tiempo los intereses locales y los del centro se amalgamaron. En ese estado actuaba una constelación de personalidades civiles y militares: Carlos R. Ortiz, Ignacio Pesqueira, Vicente Mariscal, Bernardo Reyes, Guillermo Carbó, Luis E. Torres, Ramón Corral, Lorenzo Torres y José María Maytorena. En principio fue electo gobernador Carlos R. Ortiz, pero entró en conflicto con el general oaxaqueño Guillermo Carbó, jefe de la zona militar que atendía los estados de Sonora y Sinaloa y los distritos de Tepic y Baja California. Ortiz se confrontó también con Bernardo Reyes, jefe de armas federales en Sonora; por si fuera poco, Carbó y Reyes estaban enemistados, de manera que en todos estos pleitos el perdedor fue Ortiz, pues Maytorena, su adversario, encabezó un movimiento para destituirlo; una multitud asaltó su casa de Guaymas; luego, protegido por soldados de Reyes, se trasladó a Hermosillo donde también fue hostilizado hasta verse obligado a salir a los Estados Unidos, tras renunciar a su cargo a cambio de ser custodiado y protegido por una escolta federal hacia su exilio.




      Aquí conviene señalar que en lo único en que todos estos hombres de poder estaban de acuerdo, era en el “castigo a los apaches” y en la represión a los indígenas yaquis y mayos que se rebelaban contra el despojo vandálico de sus tierras. Es a partir de este acuerdo y de otro de la misma vileza –que consistió en hacer negocios al amparo del poder público en el rico estado de Sonora–, como se fue cimentando la paz porfiriana en esa extensa y apartada región del país. Ya para enero de 1883, en lo político, Sonora había recobrado la calma; en las elecciones de mayo resultó triunfador como candidato único Luis E. Torres, que contaba con el apoyo de Carbó, Reyes y Ramón Corral, quien a la postre se convertiría en el hombre de todas las confianzas de Porfirio. Ya desde entonces, Manuel Romero Rubio practicaba el tráfico de influencias para apoyar a empresarios mineros de esa entidad.13 Por último, téngase en cuenta que Bernardo Reyes, al igual que su amigo Victoriano Huerta, había hecho la mayor parte de su carrera militar reprimiendo movimientos políticos opositores, sofocando rebeliones campesinas y combatiendo a indígenas, lo cual en esa época era indispensable para adquirir fama de hombre “recto y enérgico”, a fin de escalar hasta los peldaños más altos del poder.




      En San Luis Potosí, desde el triunfo de la revuelta de Tuxtepec, Porfirio nombró a Carlos Díez Gutiérrez gobernador provisional y comandante militar; luego, violando las leyes del estado, Díez pasó a ser gobernador constitucional. Al ser designado por Manuel González como ministro de Gobernación, fue sustituido por su hermano Pedro, pero al terminar su encargo en México, se puso de nuevo al frente del gobierno de San Luis Potosí. Este caso de nepotismo, como otros, siempre se trató de justificar en la prensa subvencionada. Hasta el ilustre Ignacio Manuel Altamirano defendió la imposición del hermano del ministro, ante el cuestionamiento de El Monitor, que lamentaba “la desesperante conformidad” de los potosinos. Altamirano argumentaba que no había ninguna contradicción, que se trataba simplemente de “la aceptación popular neta”, y si ésa era la opinión de un hombre tan inteligente como él, ¿qué podía esperarse del periodismo más oficioso y rastrero? Por ejemplo, en un periódico de San Luis Potosí, cuando sale un hermano de la gubernatura y vuelve a entrar el otro, se llega a decir que “aflige al pueblo potosino que Pedro se vaya, pero al menos lo consuela que Carlos regrese”.14




      LOS VERDADEROS ELECTORES





      A esas alturas, el centralismo autoritario había convertido las elecciones en actos de rutina; el fraude se hacía cada vez con más naturalidad y descaro; se mandaba la lista a los estados, los gobernadores operaban y los resultados eran predecibles. Obviamente en este periodo la lista era confeccionada de común acuerdo entre González y Porfirio. El 14 de febrero de 1882, en vísperas de las elecciones para diputados y senadores, González le escribe a Porfirio a Oaxaca, proponiéndole el plan que consideraba más conveniente para ambos: Reelegir a “buenos amigos nuestros”, dejar “vacantes” –o sea, no atados de manos– a los gobernadores, para que cumplan sus propios compromisos con el requisito de que los seleccionados sean “amigos de la administración”. Asimismo, le ofrece a Porfirio su “lealtad…y adhesión sin límites”, dándole la seguridad de que “mis amigos personales de más confianza lo son de usted, y tienen unidad de miras para el porvenir, a pesar de lo que alguno o algunos hayan escrito a usted… Evitando los peligros que pudiera crear la discordia, y dirigiendo yo los trabajos electorales, puedo responder con seguridad de mis compromisos.”15 En la misma carta le anuncia que el coronel Jesús Lalanne le llevará a Oaxaca la lista que propone de diputados y senadores. Con el mismo mensajero Porfirio le envía sus observaciones sin muchos cambios, pero le recomienda a Mier y Terán para senador por Veracruz, a lo cual se niega González. En tono amable le expone en otra carta sus razones: “…le ruego a usted encarecidamente que prescinda de esa idea, influyendo para que el mismo Terán desista de tal propósito. Dígase lo que se quiera, la verdad es que en el estado existen profundos e inextinguibles odios contra él, que traspasando los límites de la localidad, han formado, aun en lugares lejanos, sentimiento de aversión en contra suya. La simple sospecha de que pudiera intentarse revestirlo con los sufragios de los hijos del estado ha sublevado a la opinión, según informes verbales y escritos que he estado recibiendo.”16
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